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Doctrina y jurisprudencia

Aunque el Inspector haya manifestado en el acta la ausencia de motivos para
proceder a la apertura de expediente sancionador, el Inspector-Jefe puede ordenar
la iniciación de expediente sancionador dentro del plazo de tres meses desde que
se hubiese notificado la correspondiente liquidación (STSJ La Rioja 10-4-2001).

Una cuestión que ha planteado la doctrina ha sido la posibilidad de constituir
un motivo de recusación del instructor del expediente sancionador el hecho de
que sea el mismo funcionario que ha incoado el acta de inspección. La respuesta
ha de ser negativa, ya que la LRJPAC no contempla en el procedimiento adminis-
trativo dicha situación entre los motivos de abstención o recusación. Tan sólo
establece como garantía del ciudadano la estricta separación de procedimientos
y el que dentro del procedimiento sancionador, la instrucción y la resolución del
mismo correspondan a órganos diferentes (art. 134 LRJPAC); garantías estas últi-
mas que fueron incorporadas al ámbito del procedimiento sancionador tributario
por el art. 34 de la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, y que tenía
su pleno reconocimiento por lo que a la actuación sancionadora de la Inspección
de los Tributos se refiere en el art. 63.bis del RGIT 1986 y que en este asunto se
respeta plenamente.

La autorización para el inicio del expediente sancionador no interrumpe la
prescripción, al tratarse de un acto interno (SAN 13-4-2009).

La norma establece la separación de procedimientos, pero en ningún caso se
refiere a la imposibilidad de que el inspector actuario instruya el expediente san-
cionador (TS 15-09-2011).

Plazo para iniciar el expediente sancionador. Número de expedientes

Establece el artículo 209.2 LGT que los procedimientos sancionadores que se
incoen como consecuencia de un procedimiento iniciado mediante declaración o de
un procedimiento de verificación de datos, comprobación o inspección no podrán
iniciarse respecto a la persona o entidad que hubiera sido objeto del procedimiento
una vez transcurrido el plazo de tres meses desde que se hubiese notificado o se
entendiese notificada la correspondiente liquidación o resolución. Este plazo es el
mismo que se regulaba en la normativa anterior, artículo 81.6 de la LGT 1963. En
caso de que no se inicie el expediente sancionador en dicho plazo, caduca y, por
tanto, no se podrá iniciar nunca.

Respecto de la posibilidad de iniciar el expediente sancionador antes de efectuar
la liquidación tributaria, el Tribunal Supremo ha establecido (Sentencia de 15 de
septiembre de 2020, recurso de casación 3277/2019) los siguientes criterios:

a) Que el artículo 209.2 LGT no establece -para ningún tipo de infracción
tributaria- que el procedimiento sancionador solo pueda instruirse después de que
se haya dictado la liquidación de la que trae causa.
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b) Que la notificación de la liquidación no constituye, por tanto, el límite
mínimo para iniciar el procedimiento sancionador.

c) Que en las infracciones que causan perjuicio para la recaudación, la liqui-
dación constituye, ciertamente, presupuesto imprescindible para que tenga lugar
la sanción tributaria (o, más precisamente, para que se dicte la resolución sancio-
nadora), pero eso es algo distinto de que resulte legalmente necesario que tal
liquidación se haya dictado y notificado antes del inicio del procedimiento tribu-
tario sancionador.

El Tribunal Supremo ha dictado Sentencia con fecha 23 de julio de 2020, (Rec.
1993/2019), sobre la interpretación que debe darse al art. 209.2 LGT estableciendo
que sí cabe iniciar un procedimiento sancionador tributario antes de haberse dictado
y notificado el acto administrativo de liquidación y, en consecuencia, los expedientes
sancionadores que se incoen como consecuencia de un procedimiento de inspección
no han de partir necesariamente de la notificación de la liquidación como dies a quo
del plazo de iniciación del procedimiento sancionador.

Una duda que se suscita es si, dada la exigencia legal de separación de los pro-
cedimientos inspector y sancionador, una sanción tributaria puede ser impugnada y
anulada con fundamento en que la liquidación tributaria, derivada de un procedi-
miento de inspección, se ha ejercido tras la prescripción extintiva de la potestad
correspondiente, con el efecto de que habría prescrito también la potestad de impo-
ner sanciones derivadas de esa deuda liquidada en caso de que se hubiera excedido
el plazo legalmente previsto para este último procedimiento.

La jurisprudencia ha resuelto también que la autorización por el Inspector Jefe
para iniciar expediente sancionador no es equivalente al acuerdo de inicio del expe-
diente sancionador (SAN 27-4-2006, entre otras) y que dicha autorización no inte-
rrumpe el plazo establecido para iniciar el expediente, dado que se trata de un acto
interno (SAN 29-3-2007).

Doctrina y jurisprudencia

Aunque el acuerdo de iniciación se dictó dentro del plazo de los tres meses,
el procedimiento se inicia en el momento de la notificación que, en este caso, se
produjo fuera de plazo. Se anula la sanción impuesta (TEAC 30-1-2008).

Los plazos de 3 meses para el inicio (ahora 6 meses), y de 6 meses para la
finalización, establecidos en la LGT, son de aplicación para el inicio y tramitación
del procedimiento sancionador, pero no cuando nos encontramos ante el acto de
ejecución de una resolución relativa a una sanción. Las actuaciones realizadas en
ejecución del fallo del TEAC no constituyen inicio de un nuevo procedimiento
sancionador, a efectos de la aplicación de los plazos, de forma que dichas actua-
ciones de ejecución no incurrirán en caducidad aún cuando transcurrieran los
plazos de tres y seis meses (AN 13-10-2011).

Cuando los procedimientos sancionadores tuvieren su origen la infracción por
no presentar a tiempo o presentar extemporáneamente la declaración resumen
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anual del IVA, no sería de aplicación el plazo trimestral (ahora de 6 meses) regu-
lado en el art. 209 LGT, sino únicamente el plazo general de prescripción del
artículo 189 LGT. Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de julio de 2020 (recurso
de casación 26/2018). En el mismo sentido se ha pronunciado en sentencia de 9
de junio de 2022, Rec. 7820/2020, respecto del incumplimiento de presentar la
declaración de bienes en el extranjero (modelo 720).

Puede aceptarse, en las infracciones que causan perjuicio para la recaudación, la
máxima de que sin liquidación no hay sanción, pero no la de que sin liquidación no
puede haber inicio del procedimiento tributario sancionador. Doctrina reiterada. Tri-
bunal Supremo, Sentencia 1168/2020 de 16 Sep. 2020, Rec. 2824/2019.

Procedimiento de alcance general. En el alcance general del procedimiento
está incluida no solo la comprobación e investigación de las obligaciones mate-
riales sino también de las obligaciones formales que imponga concepto tributario
inspeccionado y en consecuencia las previas actuaciones de regularización de la
situación tributaria del obligado interrumpirán el plazo de prescripción para san-
cionar, tanto los incumplimientos de obligaciones materiales como los eventuales
incumplimiento de obligaciones formales. (TEAC, Resolución de 19 Feb. 2015,
Rec. 6444/2012).

Número de expedientes

El artículo 22.4 del RGRST 2004 establece que se iniciarán tantos expedientes
como propuestas de liquidación se hayan dictado.

Instrucción ordinaria del procedimiento sancionador

Existen dos posibilidades de instrucción del expediente sancionador, ya contem-
pladas en la anterior normativa: ordinaria y abreviada.

La instrucción ordinaria se regula en el artículo 210 LGT y en el artículo 23 del
RGRST 2004 de la siguiente forma:

— En la instrucción del procedimiento sancionador serán de aplicación las normas
especiales sobre el desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios a las
que se refiere el artículo 99 LGT y que se refieren a los siguientes derechos y obli-
gaciones:

1. En el desarrollo de las actuaciones y procedimientos tributarios, la Admi-
nistración facilitará en todo momento a los obligados tributarios el ejercicio de
los derechos y el cumplimiento de sus obligaciones, en los términos previstos en
los apartados siguientes.

2. Los obligados tributarios pueden rehusar la presentación de los documentos
que no resulten exigibles por la normativa tributaria y de aquellos que hayan sido
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previamente presentados por ellos mismos y que se encuentren en poder de la
Administración tributaria actuante. Se podrá, en todo caso, requerir al interesado
la ratificación de datos específicos propios o de terceros, previamente aportados.

3. Los obligados tributarios tienen derecho a que se les expida certificación
de las autoliquidaciones, declaraciones y comunicaciones que hayan presentado
o de extremos concretos contenidos en las mismas.

4. El obligado que sea parte en una actuación o procedimiento tributario podrá
obtener a su costa copia de los documentos que figuren en el expediente, salvo
que afecten a intereses de terceros o a la intimidad de otras personas o que así lo
disponga la normativa vigente. Las copias se facilitarán en el trámite de audiencia
o, en defecto de éste, en el de alegaciones posterior a la propuesta de resolución.

5. El acceso a los registros y documentos que formen parte de un expediente
concluido a la fecha de la solicitud y que obren en los archivos administrativos
únicamente podrá ser solicitado por el obligado tributario que haya sido parte en
el procedimiento tributario.

6. Para la práctica de la prueba en los procedimientos tributarios no será nece-
saria la apertura de un período específico ni la comunicación previa de las actua-
ciones a los interesados.

7. Las actuaciones de la Administración tributaria en los procedimientos de
aplicación de los tributos se documentarán en comunicaciones, diligencias,
informes y otros documentos previstos en la normativa específica de cada proce-
dimiento.

8. En los procedimientos tributarios se podrá prescindir del trámite de audien-
cia previo a la propuesta de resolución cuando se suscriban actas con acuerdo o
cuando en las normas reguladoras del procedimiento esté previsto un trámite de
alegaciones posterior a dicha propuesta. En este último caso, el expediente se
pondrá de manifiesto en el trámite de alegaciones.

El trámite de alegaciones tendrá una duración de 15 días.

— Los datos, pruebas o circunstancias que obren o hayan sido obtenidos en
alguno de los procedimientos de aplicación de los tributos y vayan a ser tenidos en
cuenta en el procedimiento sancionador deberán incorporarse formalmente al mismo
antes de la propuesta de resolución.

— En el curso del procedimiento sancionador se podrán adoptar medidas caute-
lares de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 146 LGT:

1. En el procedimiento de inspección se podrán adoptar medidas cautelares
debidamente motivadas para impedir que desaparezcan, se destruyan o alteren
las pruebas determinantes de la existencia o cumplimiento de obligaciones tribu-
tarias o que se niegue posteriormente su existencia o exhibición.

Las medidas podrán consistir, en su caso, en el precinto, depósito o incautación
de las mercancías o productos sometidos a gravamen, así como de libros, registros,
documentos, archivos, locales o equipos electrónicos de tratamiento de datos que
puedan contener la información de que se trate.
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Una de las máximas preocupaciones de los contribuyentes que no cumplen con 
sus obligaciones fiscales es saber cómo actuar en caso de ser inspeccionados, 
y una de las preocupaciones de los profesionales que se dedican al asesora-

miento es la correcta defensa de los intereses de sus clientes. 
En esta obra se examinan en profundidad las normas que rigen el procedimiento de 
una comprobación de la Inspección, haciendo referencia también a la jurisprudencia 
más relevante de los tribunales, e incluyendo todos los modelos que se utilizan en 
una comprobación inspectora, desde la comunicación que supone el inicio de las 
actuaciones, hasta las actas resultantes de la comprobación. 
Es una guía completa destinada fundamentalmente a los profesionales que se re-
lacionan con la Administración y que tienen que pasar una inspección de Hacienda. 
Además de analizar cuestiones teóricas, se desarrollan temas como los relativos a 
los motivos por los que un contribuyente puede ser objeto de una comprobación 
inspectora, o las consecuencias que se pueden producir como resultado de la com-
probación, examinado con detenimiento las sanciones que se pueden imponer, y los 
casos en los que puede terminar el expediente en el ámbito penal, por delito fiscal. 
En esta nueva edición, además, se aborda la obligación que tienen los asesores fis-
cales, auditores y abogados, de establecer canales de denuncia internos en relación 
con el blanqueo de capitales, así como la sentencia de la UE anulando las sanciones 
a aplicar por infracciones relativas a la presentación de la declaración de bienes en 
el extranjero (modelo 720).
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